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      El volumen que el lector tiene en sus manos constituye la primera entrega de las cinco que van a dedicarse al estudio de la historia de la España contemporánea, desde 1808 hasta nuestros días. Las historias de España conforman un género clásico de la historiografía, desde la obra del padre Juan de Mariana a fines del siglo XVI hasta las recientes de Antonio Domínguez Ortiz o José Enrique Ruiz-Domènec; desde los trabajos de Antonio Pirala y Modesto Lafuente en el siglo XIX hasta la monumental colección dirigida, en la segunda mitad de la centuria siguiente, por Ramón Menéndez Pidal y, más adelante, por José María Jover; desde los libros de Jaume Vicens Vives hasta los del británico Raymond Carr y Juan Pablo Fusi. Muchos otros nombres propios podrían añadirse a la lista anterior, alargándola, sin duda alguna, de manera muy considerable. Esta rica tradición se encuentra en la base, como no podía ser de otro modo, de la serie que aquí presentamos. Un par de elementos, sin embargo, la singularizan. Forma parte, en primer lugar, de un gran proyecto impulsado por la FUNDACIÓN MAPFRE en colaboración con el Grupo Santillana que pretende repensar la historia de todos los países iberoamericanos —los europeos, esto es, España y Portugal, y, en especial, los americanos, nacidos en el siglo XIX—; y, en segundo lugar y como consecuencia lógica y parcial de lo anterior, se centra en el periodo contemporáneo. La génesis de las naciones americanas, desde México a Chile y Argentina, coincide con la entrada de España en la época contemporánea y el surgimiento de la nación española, en el sentido moderno del término, como efecto y consecuencia de la disolución de la monarquía imperial de los siglos XV al XVIII, que los Reyes Católicos y Carlos IV simbolizan como principio y término.


      Escribir una historia contemporánea de España teniendo en cuenta la relación con América Latina no es un simple capricho editorial. Menos lo sería todavía si nos refiriéramos a la época moderna, que se corresponde con la existencia de un imperio colonial, el de la monarquía católica, que duró tres siglos. Sostiene Antonio Miguel Bernal, en España, proyecto inacabado. Los costes/beneficios del imperio (2005), que «lo más español de España en los siglos XVI y XVII fue América». A partir del siglo XIX las cosas resultan algo diferentes, pero una historia de España es necesariamente, en buena medida, una historia americana. Los territorios de aquel continente formaron parte de España, según los casos, hasta bien entrado el siglo XIX. Y algunos, como Cuba o Puerto Rico, hasta 1898. España, por aquel entonces, era vecina de Francia, pero también de México, a través de las posesiones caribeñas. Estamos ante un elemento decisivo que no se puede ignorar. Por otro lado, algunos problemas o cuestiones que afectaban a la península Ibérica fueron abordados por los contemporáneos a partir de las experiencias del otro lado del Atlántico. José María Portillo lo mostró claramente en sus análisis sobre las discusiones en torno a la Constitución y la autonomía en el País Vasco y en Navarra en el Ochocientos, lo que le llevaba a hablar del «sueño criollo». Los imaginarios y construcciones culturales americanos no están para nada ausentes de la historia española en el Novecientos. A todo ello deberíamos añadir aún las transferencias culturales y políticas permanentes entre España y América Latina, unas transferencias que, como François-Xavier Guerra aseguró acertadamente, se producían en ambas direcciones. En definitiva, nuestra propuesta de relectura de la historia contemporánea de España, en estrecha relación con la de los otros países iberoamericanos (sobre todo en el capítulo «España en el mundo»), está plenamente justificada. Recuerda parcialmente los propósitos expresados por el marino Diego Ansúrez, el personaje literario protagonista de La vuelta al mundo en la Numancia (1909), de Benito Pérez Galdós, cuya hija Mara se había escapado con el peruano Belisario Chacón, lo que le conducía a emprender un largo viaje a bordo de la fragata Numancia. Las palabras finales de Ansúrez, ante Mara y Belisario, en un reencuentro que se nos antoja paralelo al de España con la América hispana, resumen a la perfección su propia aventura: «Lo que yo he visto y aprendido es que cuando a uno se le pierde el alma, tiene que dar la vuelta al mundo para encontrarla». La particular «vuelta al mundo» emprendida por los autores de esta historia contemporánea de España en busca del «alma perdida» pasa, evidentemente, por una lectura y atención a la realidad americana, pretérita y presente, como fórmula para ayudar a repensar y reescribir la propia historia de España.


      No es la mirada teñida de experiencia americana la única ni más definitoria característica de estos volúmenes. Como mínimo, otros cinco elementos deben ser tomados en consideración para entender las bases del proyecto y evaluar los resultados alcanzados. Primeramente, y de manera complementaria con lo expuesto más arriba, no concebimos una historia contemporánea de España encerrada en ella misma. La tentación del aislamiento nacional empobrece y entorpece el propósito de comprender e interpretar el pasado. Solamente una España situada en el mundo, muy especialmente en Europa y América, permite profundizar adecuadamente en su historia.


      En segundo lugar, la apuesta por la complejidad y la voluntad totalizadora —algo distinto, no obstante, de la ambigua «historia total»— preside los textos. Únicamente una aproximación compleja permite analizar una compleja realidad, la del pasado. El estudio de la política, la demografía, la sociedad, la economía, la cultura o las relaciones internacionales —sin olvidar las imágenes y los imaginarios, los aspectos religiosos y de género o el papel de España y los españoles en el mundo—, resulta necesario para proponer una interpretación lo más completa y global posible de la historia nacional. Igualmente, esta historia no puede ignorar la diversidad cultural, lingüística y administrativa que enriquece y ha enriquecido históricamente a España, siendo fuente a veces de tensiones y conflictos, pero también de solidaridades y esfuerzos comunes. La división estricta en capítulos responde a la voluntad de introducir criterios reconocibles de uniformidad en una colección compuesta por muchos volúmenes. Los espacios de conexión e intersección entre las partes resultan, está claro, inevitables en una obra que pretende ofrecer una visión de conjunto de cada una de las etapas históricas estudiadas.


      El tercer aspecto a tener en cuenta es la explícita intención de huir de todo tipo de presentismo y de discusiones, casi siempre estériles, sobre las esencias y el ser, la excepcionalidad y el fracaso. Toda historia de un país, y la de España no constituye una excepción, es anormalmente normal o normalmente anormal. Entre otras cosas más, depende siempre del punto de vista adoptado, de los factores en juego y de los entes o procesos en comparación. El fin de la melancolía, para usar una expresión afortunada de Javier Moreno Luzón para caracterizar los trabajos que se están elaborando últimamente sobre las construcciones nacionales, está dando frutos muy notables en la historiografía hispánica. La historia contemporánea que aquí presentamos pretende situarse, por consiguiente, más allá de la normal anormalidad de España.


      En cuarto lugar, se ha hecho una apuesta decidida por elaborar unos libros que respondan al estado actual de la investigación, no dejando a un lado los trabajos e interpretaciones más recientes. El conocimiento del pasado está en permanente evolución y una síntesis de la historia de España escrita a principios de la actual centuria no puede ser igual a otra elaborada hace treinta años. Cada generación reescribe la historia, se ha dicho en muchas ocasiones. Éste constituye también, en ese sentido, un producto que tiene algo de generacional.


      Finalmente, aunque no por ello menos importante, se ha otorgado una especial atención a la forma, intentando ofrecer al lector un producto de alta divulgación capaz de hacer compatible el rigor del análisis histórico con una narración atractiva. El feísmo literario en la historia pertenece al pasado. No deberíamos avergonzarnos, como aconsejaba lúcidamente Marc Bloch, ni de la parte de poesía que contiene la historia ni de que ésta pueda ser divertida o un elemento de distracción. En Sobre la historia (1999), Krzystof Pomian nos recuerda, en la misma línea, que la obra de historia ideal —y, lógicamente, inalcanzable— es aquella capaz de combinar de forma equilibrada el hacer saber, el hacer comprender y el hacer sentir. El reto es difícil, pero merece la pena afrontarlo.


      La división cronológica de la historia contemporánea española en los cinco volúmenes (1808-1830, 1830-1880, 1880-1930, 1930-1960 y 1960-2000) deriva de la conjunción y armonización de dos criterios: la propia especificidad de la historia hispánica y la voluntad de adaptarla, en lo posible, a la evolución del conjunto de países que integran el proyecto global de la colección. El año 1808 constituye para todos un punto de partida, aunque resulte inevitable referirse a los antecedentes de los años anteriores y de finales del siglo XVIII. El resto de hitos no se expresan en años específicos sino en décadas, lo que facilita un margen de reconocimiento en cada caso particular. Para la historia de España, la década de 1830 significó el final del Antiguo Régimen y el despliegue definitivo de la revolución liberal —la muerte de Fernando VII, en 1833, ha simbolizado frecuentemente el momento clave del proceso, bien sea como cierre de una etapa o bien como apertura de otra—; los años ochenta de la misma centuria se caracterizaron por el inicio de una etapa de paz política inusual, la del régimen de la Restauración —iniciada en 1875—, tras un largo periodo de guerras civiles y tentativas revolucionarias; los años treinta del siglo XX supusieron el paso de la forma monárquica a la republicana en la conformación del Estado —la proclamación, en 1931, de la II República, cierra un reinado de Alfonso XIII profundamente desprestigiado por la colaboración con la dictadura regeneracionista de Primo de Rivera—, en el marco de un amplio conflicto, español y también europeo, entre opciones más o menos democráticas y opciones más o menos autoritarias; y, finalmente, la década de 1960 supuso la auténtica salida de la posguerra iniciada en 1939 —los planes de Estabilización de 1959 constituyen una referencia inevitable— y el principio de un conjunto de cambios económicos, sociales, culturales y, sin duda, aunque más lentos y a veces postergados, políticos que se encuentran en los fundamentos de la España actual.


      Puede que los cortes cronológicos de los dos últimos volúmenes sorprendan a algunas personas, ya que en los últimos tiempos los historiadores han tendido a convertir los años 1931-1939 en un periodo específico y cargado de alto nivel referencial. El año 1939 no constituye una radical ruptura, ya que el primer franquismo —iniciado en algunos territorios, como es bien sabido, en 1936— no deja de ser una continuidad de la Guerra Civil española. Los cambios iniciados en los años sesenta suponen, en cambio, siempre y cuando seamos capaces de salir de una cronología exclusivamente condicionada por los acontecimientos políticos —y, en ocasiones, politizada por añadidura—, una transformación global de la sociedad española, aunque más lenta en unos campos, como el político, y más rápida en otros, como el demográfico o, en un sentido amplio, el cultural. En cualquier caso, como el historiador británico Eric J. Hobsbawm nos enseñara hace ya algún tiempo, la historia no es como un autobús que en cada parada —es decir, en cada final o inicio de etapa— obliga a bajar a todos los pasajeros y recoge a otros totalmente nuevos. La historia de un periodo extiende siempre sus largos tentáculos hacia las etapas anterior y posterior. Nada empieza totalmente de cero ni nada termina de manera abrupta, siendo la evolución, en forma de antecedentes y consecuencias, de construcciones y destrucciones, de continuidades y, asimismo, discontinuidades, la clave de todo relato histórico.


      Esta historia contemporánea de España empieza estudiando un imperio colonial, regido por una monarquía absolutista en crisis, y termina, en los albores de una nueva centuria y un nuevo milenio, con una monarquía y un régimen democrático de una rara, si tenemos en cuenta los avatares del pasado, y modélica estabilidad. Lo que va de un momento a otro constituye el objeto de los cinco volúmenes cuya primera entrega está en las manos del lector. Para llevar a cabo esta empresa se ha contado con un amplio elenco de excelentes historiadores e historiadoras, jóvenes en muchos casos, pertenecientes a distintas universidades, españolas y extranjeras, cuyas colaboraciones constituyen un pertinente reflejo del buen estado presente de la historiografía contemporánea española. Solamente cabe esperar ahora, una vez librado el producto a las librerías y bibliotecas, que esta obra contribuya, con todo el rigor y amenidad posibles, a una mejor comprensión del pasado español, alejada de prejuicios y simplismos, y ayude a generar nuevos debates y reflexiones. En fin de cuentas, la aventura intelectual de la escritura deja paso, a partir de este momento, a otra aventura intelectual igualmente fundamental y necesaria, a la par que apasionante: la de la lectura.

    

  


  
    
      Cronología


       


       


       


       


      
        
          
            	
              1808

            

            	
              19 de marzo. Tras el motín de Aranjuez, Fernando VII es proclamado rey de España.


              2 de mayo. Levantamiento del pueblo de Madrid contra las tropas francesas.


              6 de junio. Napoleón nombra rey de España a su hermano José I.


              19 de julio. Victoria de las tropas españolas en la batalla de Bailén (Jaén).

            
          


          
            	
              1810

            

            	
              31 de enero. Se constituye el Consejo de Regencia de España e Indias.

            
          


          
            	
              1812

            

            	
              19 de marzo. Las Cortes de Cádiz promulgan la Constitución.

            
          


          
            	
              1813

            

            	
              11 de diciembre. Tratado de Valençay, por el que Fernando VII retorna al trono de España.

            
          


          
            	
              1814

            

            	
              Francisco de Goya pinta dos grandes cuadros sobre las jornadas de mayo de 1808 en Madrid: La carga de los mamelucos y Los fusilamientos de la Moncloa.

            
          


          
            	
              1815

            

            	
              17 de febrero. Parte hacia América la escuadra que transporta el ejército expedicionario al mando del general Pablo Morillo.

            
          


          
            	
              1817

            

            	
              Plan de reforma de la Real Hacienda de Martín de Garay.

            
          


          
            	
              1820

            

            	
              1 de enero. Se produce en Cabezas de San Juan (Sevilla) el pronunciamiento de Rafael del Riego proclamando la Constitución de 1812.

            
          


          
            	
              1823

            

            	
              La invasión del ejército de la Santa Alianza de los Cien Mil Hijos de San Luis pone fin al Trienio Liberal.

            
          


          
            	
              1824

            

            	
              9 de diciembre. La batalla de Ayacucho supone en la práctica la independencia de América.

            
          


          
            	
              1827

            

            	
              Comienza durante el mes de marzo la Guerra de los Agraviados en Cataluña.

            
          


          
            	
              1828

            

            	
              Álvaro Flórez Estrada pública su Curso de Economía Política.

            
          


          
            	
              1830

            

            	
              Se publica la Pragmática Sanción de 1789.

            
          


          
            	
              1833

            

            	
              29 de septiembre. Muere el rey Fernando VII.

            
          

        
      

    

  


  
    
      Las claves del periodo


      Manuel Chust


       


       


       


       


      Los cambios producidos en España entre 1808 y 1833 fueron de tal magnitud que aún hoy se hace difícil historiar y comprender lo ocurrido en este periodo crucial tanto para la historia de España como para la de América y Europa. El 14 de diciembre de 1788 subía al trono Carlos IV. Cuando el 29 de septiembre de 1833 muere su hijo Fernando VII y es proclamada reina regente María Cristina, sobrina suya y su cuarta mujer, la monarquía española había cambiado cuatro veces de monarca y dos de Corona; había estado inmersa en cinco guerras, incluidas las sangrientas campañas en la Península contra los franceses y la guerra americana contra la insurgencia; había cambiado de modelo de Estado dos veces, con sucesivos vaivenes entre monarquía absoluta y constitucional, y había sufrido dos invasiones francesas, la napoleónica y la de la Santa Alianza.


      En este volumen se intentan desentrañar las claves de este turbulento primer tercio del siglo XIX, un periodo en el que, con avances y retrocesos, se sentaron las bases definitivas para el triunfo en las décadas siguientes del Estado liberal-burgués, y en el que se inició una larga lucha no sólo para conquistar las libertades políticas, sociales, económicas y culturales, sino también para consolidarlas.


       


       


      1808. Los orígenes de la crisis


       


      A lo largo del Setecientos, las monarquías española y francesa habían compartido una larga tradición de alianzas militares y diplomáticas, reforzadas por un sistema de enlaces familiares dentro y fuera de la dinastía de los Borbones e interrumpidas tan sólo durante el periodo de la Revolución Francesa, cuando los Borbones españoles acudieron, sin éxito, en auxilio de la dinastía del país vecino. Pasado el periodo revolucionario, la alianza se reanudó con el nuevo dirigente francés, Napoleón Bonaparte. La existencia de un enemigo común como era Gran Bretaña, enormemente reforzada tras su triunfo en 1763 en la Guerra de los Siete Años, favoreció sin duda esa restauración.


      Durante los primeros años del Ochocientos, este sistema de alianzas con la Francia napoleónica quedó plasmado en la firma de varios tratados franco-españoles orientados a un doble objetivo: invadir Portugal y enfrentarse a Gran Bretaña. La confrontación con esta potencia desembocó en un colosal duelo naval que iba a condicionar la historia mundial de la primera mitad del siglo XIX: Trafalgar. Tras la derrota sufrida en esta batalla por la flota franco-española, el poderío naval británico se tornó casi indiscutible, lo que condicionó el cambio de estrategia de la Francia napoleónica y de su aliada, la monarquía de Carlos IV. En este contexto se inscribe el Tratado de Fontainebleau, de octubre de 1807, por el que la Corona española se comprometía con el emperador de los franceses, primero, a repartirse Portugal en tres partes; segundo, a autorizar la entrada de un ejército francés con el objeto de invadir conjuntamente Portugal; tercero, a repartirse los territorios coloniales lusos, especialmente Brasil, una vez que hubiera terminado la contienda; y cuarto, a que Napoleón respetara el título de emperador de las Américas de Carlos IV. Estos dos últimos puntos eran muy reveladores respecto a las intenciones del estadista francés allende los mares.


      La guerra en Portugal duró escasamente tres semanas, el tiempo que tardaron las columnas del general Jean Junot en entrar en Lisboa y las tropas españolas en invadir el norte portugués. No obstante, una parte sustancial del objetivo napoleónico, como era la captura de la familia real portuguesa, no se pudo llevar a cabo. Pocos meses después, sin embargo, idéntica estrategia sí obtendría éxito en el caso de la familia real española, gracias en buena medida a los desencuentros entre los miembros de la dinastía borbónica, así como a la difícil coyuntura del país tanto en el plano exterior como en el interno.


      La crisis estructural española, en efecto, se venía gestando desde hacía un tiempo gracias a la conjunción de diversos factores: el desmoronamiento del sistema señorial del Antiguo Régimen en el campo, evidenciado por las resistencias campesinas al pago de rentas y tributos; la quiebra de la Hacienda Real; la pérdida acelerada de hegemonía en el contexto internacional frente a Gran Bretaña y Francia, y la manifiesta incapacidad de la monarquía española para defender por sí sola el imperio americano del acoso de ambas potencias. A todo ello se fueron sumando nuevos acontecimientos que acentuaron la crisis: la depreciación de los vales reales; las continuas guerras contra Gran Bretaña y la Francia revolucionaria; la sangría para la Hacienda del Rey que provocaban las continuas campañas militares; el aumento de la presión fiscal y social que significaban para las clases populares los nuevos impuestos; las contribuciones forzosas, y finalmente las levas de unos campesinos y artesanos ya de por sí empobrecidos y esquilmados.


      Es más, tras la batalla de Trafalgar de 1805 también el comercio exterior se vio trastocado, con el consiguiente endeudamiento de la Hacienda y la necesaria búsqueda de medidas fiscales y económicas fuera del privilegiado sistema nobiliario: por ejemplo, el recurso a los préstamos extranjeros, los vales reales o el incremento de impuestos a la producción y el comercio, especialmente americano. También las desamortizaciones llevadas a cabo durante los gobiernos de Manuel Godoy en 1798 y 1807, comportaron la venta de tierras de órdenes militares, conventos, monasterios e, incluso, mayorazgos. Sin duda, en estos primeros años del Ochocientos comienzan a dejarse ver las señas de identidad de una crisis estructural del Antiguo Régimen tanto en el plano económico-social como en el de las relaciones internacionales.


      El año 1808 representa la chispa que provocó el estallido de esta crisis forjada en varios crisoles: el conflicto en el seno de la familia real, reflejo no sólo de ambiciones personales sino también de opciones diferentes ante la crisis de Estado y la explosión popular manifestada en motines urbanos antinobiliarios —cuatro capitanes generales y decenas de cargos de la monarquía fueron asesinados por las clases populares— o en las múltiples revueltas campesinas del campo español y americano, en forma de protestas armadas y violentas que pusieron contra las cuerdas el aparato coercitivo y judicial nobiliario, con la ocupación de tierras, la quema de archivos, los asaltos a casas de la nobleza o el fin del pago de rentas, impuestos, gabelas, monopolios o el tributo indígena. Gran parte de este estallido social, agrario y urbano, fue interpretado a posteriori por las historias nacionales en clave patriótica: por la historiografía española, como la lucha de la nación contra los franceses; por la americana, como la lucha contra los «realistas españoles».


      La crisis de Estado, además, trascendió a la legitimidad, la representación y la soberanía de la monarquía absoluta, llevando al inmovilismo a la nobleza militar, aristocrática y eclesiástica, algo provocado minuciosamente por Napoleón al hurgar en los intersticios del sistema de valores privilegiado del Antiguo Régimen.


      Todo ello condujo de inmediato a que surgieran opciones alternativas en la búsqueda de un nuevo Estado: las napoleónicas, las de las juntas provinciales, la de la Junta Central, la de Carlota Joaquina reclamándose regente de América desde su corte brasileña, las del liberalismo gaditano o las de la insurgencia americana a partir de 1810.


      Por lo que respecta a la opción de Estado impulsada por Napoleón, las acciones políticas, económicas e ideológicas que llevó a cabo estuvieron planificadas de antemano y conformaron una serie de medidas y de acciones de gobierno de carácter reformista, como la celebración de Cortes en Bayona, a las que se convocó a representantes americanos, o la elaboración de una Constitución y los Decretos de Chamartín. Como respuesta a esta estrategia napoleónica surgió una resistencia articulada desde las provincias y pueblos —es decir, encabezada por sus clases dirigentes y autoridades— que se concretó en la creación de juntas. Éstas asumieron la potestad gubernativa y soberana, y lo hicieron mediante un bucle ideológico-cultural impecable rescatado del escolasticismo, a saber: que, en ausencia del rey, la soberanía volvía a recaer en el «pueblo», el cual era su depositario natural. Semejante justificación teórica resultaba perfecta, pues, al estar basada en pensadores españoles eclesiásticos del siglo XVII, se alejaba de cualquier peligrosa acusación de filiación revolucionaria francesa, nacionalidad de los que ahora eran precisamente los enemigos. Todo lo que olía a francés era adjetivado de jacobino y anticlerical, y no sólo por los absolutistas y la Iglesia, sino incluso por los liberales más moderados.


      Las juntas estaban compuestas por un conglomerado de intereses y opciones políticas heterogéneas, que iban desde poseedores del capital comercial y agrario, intelectuales y profesionales, militares, eclesiásticos y cargos de la Administración hasta líderes populares. Todos ellos abogaron por reunir sus fuerzas —o se vieron abocados a ello— en un objetivo común doble y complementario: por una parte, ganar la guerra; y por otra, tener visibilidad representativa, legítima y soberana en América respecto a las autoridades, élites, etnias y razas. El primero constituía una condición sine qua non; el segundo, una necesidad respecto al primero, dada la premura de seguir financiando la guerra peninsular con los caudales de las Cajas Reales de América.


      La formación de la Junta Central tuvo sus paradojas, puesto que su composición y estructuración se realizó a partir de una organización federal. Fueron las juntas de las provincias las que cedieron su soberanía al mandar sus representantes al centro y no al contrario. La Junta Central ofreció también a virreinatos y capitanías generales de América y Filipinas la posibilidad de que enviaran un delegado, pretendiendo así igualar la «oferta» de Bayona, que en sus Cortes ya había integrado a representantes americanos. Con esta medida, la junta pretendía satisfacer las reivindicaciones del criollismo, que la crisis había hecho ahora mucho más visibles. Pero otras facciones criollas más combativas reclamaban mayor número de representantes en la Junta Central, con el fin de que defendieran sus intereses específicos, tan heterogéneos e inabarcables como la propia diversidad, dinámica, evolución y enormidad económico-social, racial y étnica americanas.


      No obstante, en estos primeros años las juntas americanas reconocieron la soberanía de la Junta Central, en especial tras la noticia de la derrota del ejército francés en los campos de Bailén, lo que fue interpretado como un triunfo español casi definitivo para el curso de la guerra. Sin embargo, una minoría de juntas se dispuso a emprender un largo recorrido reivindicativo, iniciado con proclamas autonomistas y soberanas, la mayor parte en disputa con las capitales de provincia o con las del virreinato. Ejemplos fueron las de Chuquisaca, Santa Fe de Bogotá, Quito y Caracas, siendo esta última, que proclamó la independencia en 1811, la más radical.


      Tras los motines, las rebeliones, las revueltas y las manifestaciones, esto es, tras «el levantamiento del pueblo español frente a los franceses», en palabras del conde de Toreno, finalmente estalló la guerra. La propia marcha del conflicto provocó desde un principio que la contienda se convirtiera en un acelerador de la descomposición del Antiguo Régimen, especialmente de uno de los pilares del Estado como eran las Fuerzas Armadas. La victoria de Bailén retumbó en los campos de la Península, de Europa y de América, pues significaba que el hasta el momento imbatible ejército napoleónico podía ser vencido. Bailén provocó lo que Napoleón no quería: la guerra de España. O mejor dicho, fueron la resistencia armada y la movilización popular —mezcla de xenofobia, efervescencia religiosa, rabia contenida y descomposición de las Fuerzas Armadas españolas— las que provocaron, ahora sí, la «invasión» francesa de España por parte de más de 400.000 soldados con Napoleón al frente. Y con ella, como el propio Napoleón la calificó, la guerra de España.


      Y ésta es quizá una de las claves del periodo. Para la historia nacional española, que surge en la segunda mitad del siglo XIX, las razones de la crisis de 1808 residen en la «invasión» de las tropas francesas, los engaños de Napoleón, la torpeza de los reyes y las malas artes de Godoy. Por eso conviene aclarar que no hubo invasión francesa en 1808, pues el ejército francés ya estaba en la Península tras el Tratado de Fontainebleau; y que las circunstancias de la familia real se explican no sólo por cuestiones personales, sino por la descomposición del Estado a niveles inter e intranacionales. Otra cosa es que, efectivamente, el ejército francés se comportara como lo que era, un ejército de ocupación, lo cual sin duda acentuó la presión fiscal y las medidas represivas y coactivas ejercidas sobre el campesinado y la población urbana, que acabaron odiándolo tanto como a los que identificaban como aliados de los franceses: la clase dirigente nobiliaria.


      Tras el desastre del ejército español en la batalla de Ocaña en noviembre de 1809, la guerra entró en una fase de guerra de guerrillas y de ciudades sitiadas. También las noticias de Ocaña corrieron por España, Europa y América. En unos meses, se había pasado de vencer a Bonaparte, a la certidumbre de que la «guerra en España» estaba perdida. La derrota provocó el descrédito de la Junta Central y, finalmente, en enero de 1810, su disolución y reemplazo por una Regencia de cinco miembros.


      Los efectos de la derrota de Ocaña también llegaron a América. El pesimismo reemplazó ahora a la euforia desmedida y altisonante con que habían sido recibidas en su día las más que alentadoras nuevas de Bailén. La rumorología se adueñó de calles y campos, y las noticias se iban magnificando a medida que se propagaban. Así, se divulgó que el temido Napoleón iba a invadir los territorios americanos si éstos no acataban su legitimidad. O, más bien, cobró cuerpo la imagen de Napoleón que el púlpito, las hojas volantes y la literatura satírica de la época trataban de difundir entre criollos y peninsulares, indios, mestizos y mulatos. El resultado fue que América también se sumó al conflicto. La impasibilidad de las autoridades, el deseo de reformas económicas largamente prometidas y reiteradamente retrasadas, la disputa entre ciudades principales y subordinadas, la actuación represiva de virreyes y capitanes generales como Abascal y Elío, unido a factores ideológicos y culturales, precipitaron la eclosión de juntas que vivió la América hispana desde abril hasta septiembre de 1810 —Caracas, Buenos Aires, Santiago de Chile, Santa Fe, Cartagena y Quito—, y finalmente toda una rebelión india y mestiza, con connivencias criollas, en Nueva España.


      El Antiguo Régimen, ya bastante maltrecho en el bienio anterior, pero resistente aún por la marcha victoriosa de la guerra entre otros factores, se desmoronó. La guerra, ahora sí, también se extendió a los «otros territorios» de la monarquía española, los americanos. Las repercusiones fueron que el Río de la Plata, Paraguay, partes de Venezuela y Nueva Granada —Cartagena, Santa Fe de Bogotá y Cundinamarca— y Chile se declararon autónomos respecto a la Regencia, a la que no reconocieron. De esta forma, las guerras napoleónicas sacudieron también a América. Y ello conllevó, al igual que ocurría en la Península, todo un amplio espectro de reformas, con características revolucionarias que iban desde la abolición del tributo y la esclavitud hasta desamortizaciones y aboliciones de mayorazgos, pasando por la convocatoria de elecciones, la sanción de Constituciones o la reunión de juntas y asambleas populares.


      En la Península, la guerra comportó también la revolución, no sólo en el campo de batalla y en la resistencia contra los franceses, sino además en los decretos de las Cortes de Cádiz y en la Constitución liberal de 1812. Guerra revolucionaria, sí, pero también religiosa, xenófoba y popular, que convertía a antiguos bandoleros, curas de parroquia, estudiantes o arrieros en oficiales heroicos de un ejército diferente al antiguo, moderno en su composición, en sus formas de lucha y en su extracción social: un ejército en construcción que no volvería a ser el mismo tras la guerra; y unos oficiales que, tras haber ascendido combatiendo a los franceses, desafiarán con sus pronunciamientos al Estado absoluto tras la restitución de éste en 1814.


      Con la mayor parte del territorio ocupado por las fuerzas francesas, la Junta Central envió una convocatoria de Cortes a todos los territorios de la monarquía española, convocatoria que posteriormente sería confirmada por la Regencia. El resultado fue que representantes de ciudades, juntas y provincias se reunieron, primero en la Isla de León, en septiembre de 1810; después en la ciudad de Cádiz, a partir de febrero de 1811; y por último en Madrid, a partir de octubre de 1813. En estos emplazamientos discutieron, argumentaron, debatieron y promulgaron un buen elenco de decretos, que en su mayor parte constituían las bases de una revolución liberal-burguesa y que abarcaban desde la parte más ideológica y jurídica del liberalismo hasta la abolición de las señas de identidad del régimen señorial. Así fue como se decretó la soberanía nacional, la libertad de imprenta, la igualdad entre españoles y americanos, la inviolabilidad de los diputados, la división de poderes, la creación de un ejército nacional, los procesos electorales, la abolición de la Inquisición, de la tortura, del tributo indígena, de la encomienda, de la mita, del repartimiento, del régimen señorial, de monopolios privativos y prohibitivos, de los mayorazgos, de las matrículas de mar, la venta de bienes concejiles como contribuciones de guerra y un largo etcétera.


      Los decretos de las Cortes se vieron completados con la sanción de una Constitución que estableció la nacionalidad española para peninsulares, criollos e indios, y que ratificó conceptos como la soberanía nacional; el derecho de ciudadanía; el sufragio universal indirecto; la supremacía de la Cortes frente al rey; la creación de un sistema fiscal uniforme, proporcional y directo; la Hacienda Nacional y la Milicia Nacional; la creación de un sistema judicial independiente; la constitución de ayuntamientos en función de la demografía y no de potestades privilegiadas del rey o la nobleza; la creación de las diputaciones y las provincias, como entes político-administrativas las primeras, y como territorio homogéneo del nuevo Estado-nación las segundas; la abolición —por ese mismo hecho— del sistema colonial de virreinatos y capitanías generales en América, y la implantación de toda esta normativa en la mayor parte de la América hispana, trasladando así un sistema constitucional y parlamentario antes de que muchos de los Estados americanos llegaran a ser independientes.


      La Constitución de 1812 trascendió a diversos países en Europa, como Nápoles y Sicilia en 1812, Noruega en 1814, Portugal en 1822 y Bélgica en 1830. Y fue también proclamada y aplicada en América: en toda Nueva España (que incluía Centroamérica, Cuba, Puerto Rico y Filipinas), en Perú, en el reino de Quito (prácticamente el futuro Ecuador), en partes de Venezuela como Maracaibo y Coro, en la Banda Oriental (el futuro Uruguay), en Charcas (la futura Bolivia), y en partes de Nueva Granada como Pasto, Popayán y Santa Marta.


      Ese mismo año de 1812 se produjo otro hecho trascendental para la contienda en España: la entrada en guerra de las tropas francesas en Rusia provocó que Napoleón, al igual que hizo en otros territorios, empezara a retirar efectivos de la Península para destinarlos a la confrontación contra los rusos. Este factor, unido a la guerra de desgaste guerrillera, a la fortaleza de las ciudades, a la resistencia tenaz de la población y a la contribución armada de Gran Bretaña, ayudó a que a partir de 1813 la contienda peninsular empezara a cambiar de signo y se sucedieran una serie de victorias importantes, como la de Arapiles en julio de 1812, la de Vitoria en junio de 1813 y la de San Marcial en agosto de ese mismo año.


      Las Cortes se instalaron en octubre de 1813 en Madrid y se procedió a la convocatoria de nuevas elecciones. Para esa fecha más de la mitad del territorio peninsular estaba en poder del gobierno español, y en ese contexto Napoleón «liberó» a Fernando VII. Como es bien sabido, el rey se resistió a jurar la Constitución gaditana no sólo debido a su significación liberal, sino también porque había incorporado los antiguos territorios coloniales americanos de la Corona al nuevo Estado-nación en igualdad de derechos y libertades, lo cual suponía para el rey la pérdida de las rentas de los territorios americanos que ingresaba en su Hacienda Real. Esta especificidad de la revolución liberal española resultaba inaceptable para un rey absoluto que consideraba que América le pertenecía. De esta forma, Fernando VII fue beligerante tanto contra la insurgencia americana como contra las Cortes gaditanas, puesto que ambas, por distintos caminos, le privaban de su patrimonio real americano.


       


       


      El reinado fernandino: entre el absolutismo y el liberalismo


       


      Tras las guerras —la peninsular, la europea y la americana— vino la depresión económica. La coyuntura histórica del periodo 1808-1814 se saldó con una gran crisis para la monarquía española. El comercio y la producción cayeron en picado; la pérdida demográfica fue elevadísima —se especula con una cifra superior al medio millón de muertos—; el endeudamiento exterior aumentó hasta veinte veces los ingresos de una anualidad; el sistema de propiedad señorial no sólo seguía cuestionado —los campesinos se resistieron a pagar las rentas señoriales durante y tras la guerra—, sino que tuvo dificultades para volver a la normalidad; las contribuciones de guerra, tanto francesas como españolas, habían dejado aún más resentidos y empobrecidos a los pequeños propietarios y arrendatarios, por no hablar del paupérrimo nivel de vida que tenían los jornaleros. Además, las desvinculaciones y desamortizaciones, —aunque muchas de ellas fueron anuladas tras la restauración fernandina—, no hacían más que prolongar la quiebra y descomposición de la propiedad señorial, pero también la proletarización y empobrecimiento del campesinado arrendatario. Por lo que respecta a las rentas americanas, si bien el tema es objeto de debate, lo cierto es que el monopolio comercial de la Corona desapareció con la pérdida del Río de la Plata —arteria de salida de los metales preciosos, especialmente de Potosí—. La contienda bélica que prendía ya por toda América reclamó los fondos de los consulados de comercio, aumentó las contribuciones forzosas a criollos, indios y mestizos, y provocó una dinámica de acción-represión que comenzó en Venezuela con la «guerra a muerte» y que posteriormente se extendió por toda Sudamérica. En ese contexto, el envío de refuerzos para «pacificar» Tierra Firme —la actual Venezuela— y «reconquistar» el Río de la Plata fue interpretado por sectores criollos como una expedición de castigo y no de «pacificación», tal y como la tildaba el Estado fernandino.


      Sin embargo, la situación no era la misma que diez años atrás. Las guerras napoleónicas habían provocado la imposición en toda Europa de las reformas ilustradas bonapartistas —laicas, culturales, urbanas, civiles…—, ahondando en algunas viejas heridas del Antiguo Régimen al dejar en evidencia a las antiguas familias nobiliarias —exiliadas, desaparecidas, «invisibles» o afrancesadas—, y al descabalgar de sus tronos a las dinastías absolutistas de buena parte de Europa. Pero es cierto que también provocaron nuevas heridas, y algunas de difícil solución. Es decir, las guerras napoleónicas no sólo cuestionaron el Antiguo Régimen en sus pilares fundamentales —militar, fiscal, hacendístico, político e ideológico— sino también en sus fundamentos jurídicos privilegiados como la legitimidad, la representación y la soberanía real absoluta. Es más, la guerra removió tensiones sociales ancestrales (antiseñoriales y antifeudales), puso en armas a las capas populares, terminó de apuñalar económicamente al Antiguo Régimen e hizo germinar contradicciones que éste jamás pudo ya extirpar, como, por ejemplo, las resistencias de los campesinos al pago de las rentas señoriales, el ascenso de oficiales no nobles dentro de las fuerzas armadas, la internacionalización de ideas y libertades y la vivencia de experiencias armadas y políticas. De esta forma la subversión, resistencia y enfrentamiento contra el invasor, ocupante y opresor francés, tuvo varias caras: la religiosa, la xenófoba y la antinobiliaria. Nadie, ni las clases dirigentes ni las subalternas, regresó al mismo punto tras las guerras napoleónicas.


      Cuando por fin se derrotó a Napoleón en 1815, las dinastías y la nobleza europea, con la aquiescencia y complicidad de Gran Bretaña, necesitaron coaligarse más allá de los Pactos de Familia que durante el Setecientos y hasta Napoleón habían funcionado bilateralmente con cierta eficacia. Las restauradas monarquías absolutistas europeas sacaron la conclusión de que habían derrotado al «corso» mediante una coalición militar, por lo que procedieron a mantener esta alianza con el Tratado de Viena en 1815. En él reafirmaron sus valores, doctrinas y legitimidades, encastillándose en un discurso ultracatolicista como refugio y casi último recurso frente a un «liberalismo» que identificaban con la etapa napoleónica. Gran Bretaña accedió a participar en tamaña componenda, si bien no comulgaba con sus principios doctrinarios, sino con sus fines: no más napoleones, no más Estados liberales, es decir, no más competidores económicos. También el Estado británico se había llevado un buen susto al ver cuestionada su supremacía armada, económica, territorial, comercial, naval y diplomática.


      Esta alianza monárquica, política e ideológica, fue sobre todo económica, en defensa del privilegio de la nobleza del Antiguo Régimen. Pero con la creación de la Santa Alianza en septiembre de 1815, también se extendió a la vertiente armada. Sus objetivos no eran un secreto: intervenir conjunta y militarmente allí donde existiera o surgiera un Estado liberal. La amenaza, eurocéntrica, no sabía de fronteras, lo que hizo que los Estados y dirigentes hispanos y angloamericanos se sintieran más que aludidos. Recientes Estados-naciones otrora colonias, como el Río de la Plata, Chile, Paraguay, partes de Nueva Granada y Venezuela más los Estados Unidos de América, veían en la posibilidad de intervención armada de la Santa Alianza una clara amenaza a su independencia.


      Esta estrategia de las monarquías europeas provocó rápidamente un cambio de rumbo en la táctica de la insurgencia americana. La amenaza de la Europa absolutista dio lugar a la unificación de la lucha armada insurgente de toda América. En ese contexto es donde hay que encuadrar la estrategia de José de San Martín de cruzar con sus fuerzas desde el Río de la Plata al vecino Chile, con el objetivo de llegar al corazón de la monarquía española, que era el Perú, finalidad que le llevó a formar el Ejército del Norte y atravesar los Andes; y también la estrategia de Simón Bolívar, José Artigas, y de todos aquellos otros grupos políticos y económicos que tenían como objetivo la independencia. El panamericanismo se revelaba en clave de estrategia armada. De hecho, no se inventaba nada que no hubiera establecido el girondismo francés al querer internacionalizar la revolución. La única novedad es que las monarquías absolutistas se vieron dialécticamente obligadas a hacerlo también tras Bonaparte, perspectiva intervencionista santoaliada a la que en 1823 replicaría el presidente de Estados Unidos, James Monroe, con su famoso «América para los americanos».


      La monarquía de Fernando VII ingresó en la Santa Alianza en marzo de 1816, un paso con el que el rey no sólo trataba de blindar sus posesiones peninsulares, sino también de utilizar esta vía santoaliada, mucho menos onerosa y posibilista, para recuperar su imperio. Algo que no pudo lograr, pues enfrente se topó con un antagonista muy poderoso: Gran Bretaña. Desde al menos 1808, ésta había iniciado su particular estrategia para entablar relaciones comerciales y diplomáticas con la insurgencia americana, por lo que puso un alto precio para poder ser aliada de la monarquía española: la bilateralidad en el comercio de los puertos americanos y el pago de su contribución militar en la guerra de España.


      La política británica para conseguir una América independiente se confirmó en 1814, cuando se negó a vender barcos a la monarquía española. A los británicos obviamente no les interesaba una reconquista por parte de España de los territorios independientes, especialmente del Río de la Plata, dado que ellos estaban ya estableciendo un comercio bilateral con aquellos países americanos que se declaraban independientes. Todo ello precipitó el que la monarquía fernandina tuviera que enfrentarse durante estos años a tres problemas cruciales: el primero, la maltrecha Hacienda, que no encontraba fórmulas para salir de la crisis sin ser incoherente con las características privilegiadas del régimen absoluto; el segundo y relacionado con el problema anterior, la guerra en América; y el tercero, el acoso armado del liberalismo hacia el Antiguo Régimen, pues una cadena de pronunciamientos liberales tuvo en jaque permanente al régimen fernandino —uno de ellos, el llevado a cabo en 1820 por el teniente coronel Rafael del Riego en Cabezas de San Juan, pondría fin incluso a la monarquía absoluta—.


      Respecto al primer problema, la serie no pequeña de ministros que pasó por el gabinete de Hacienda tuvo que afrontar una doble dificultad. Por una parte, a la Hacienda Real le era prácticamente imposible realizar un presupuesto, ya que la Administración no sabía exactamente cuáles eran los gastos, los ingresos o las deudas; por otra, el régimen seguía alimentando una gran contradicción: la mayor parte de los poseedores de la tierra estaban exentos del pago de impuestos por ser nobles. Así, en mayo de 1817, Fernando VII nombró ministro del ramo a Martín de Garay, quien planteó un sistema que abría expectativas de potenciales ingresos. La fórmula consistió en sustituir las rentas provinciales por una contribución general repartida entre las poblaciones, excepto en los puertos y capitales de provincia, donde se aplicarían derechos de puertas para los productos que entraran en ellas. Era un sistema mixto que aplicaba una contribución directa repartida en cuotas proporcionales a los pueblos y una contribución indirecta a las capitales y puertos. El sistema encontró en la clase nobiliaria una oposición frontal, pues ésta se negaba a perder su condición privilegiada y a tener que pagar impuestos. Martín de Garay fue cesado y el problema hacendístico persistió.


      La segunda cuestión era la de la guerra en América. Entre 1814 y 1820, Fernando VII organizó un ejército expedicionario a Venezuela y Nueva Granada de más de 40.000 soldados y oficiales. La expedición más importante fue la del mariscal Pablo Morillo, fletada en febrero de 1815 y compuesta por 42 transportes escoltados por 18 buques de guerra. El objetivo del absolutismo, desde la Península y en América, pasaba casi en exclusiva por la derrota militar de la insurgencia americana, y a ello se dedicaron notables oficiales del ejército español. Esto originó, especialmente en Nueva Granada y Venezuela, una guerra sin cuartel que no sólo endureció aún más las campañas bélicas, sino que alejó de forma casi definitiva cualquier atisbo de solución al conflicto que no fuera la victoria armada. Es más, la dirección criolla propagó la identificación de la guerra como un conflicto provocado por el rey y los «españoles».


      No hay que olvidar que una parte de la oficialidad embarcada rumbo a América había conseguido ascensos gracias a su valía en la guerra contra los franceses (nada como una guerra para propiciar carreras meteóricas e inflación de mandos), con la consecuencia de una multitud de oficiales que el régimen fernandino había congelado porque no se atrevía a depurar —por ejemplo el general Juan Martín El Empecinado, un auténtico héroe popular—, y que poco a poco fueron perfilando su ideología liberal. Embarcándolos hacia América, el régimen encontró una solución a los muchos pronunciamientos militares y a la incomodidad de tener a estos oficiales en el seno de la jerarquía militar. Esta decisión, sin embargo, iba a engendrar una inmensa contradicción que tendría notables repercusiones en la historia de España ya que muchos de estos oficiales adquirieron una notable experiencia en combate en las guerras de independencia que emplearían en la década de los treinta en la guerra contra los carlistas. Es decir, muchos mandos liberales enviados por el absolutismo a la guerra en América iban a ser los que posteriormente, tras su etapa americana, derrotarían al absolutismo carlista.


      Y por último, el tercer problema de la monarquía fernandina guarda relación con el hecho de que estos oficiales nunca sintonizaron ni con la restauración absolutista ni con el ejército nobiliario del rey. Ésta fue la causa de que, ante la ausencia de canales políticos de expresión de su disconformidad, utilizaran el recurso de la insurrección y del pronunciamiento. El mecanismo de la teoría insurreccional consistía en crear las condiciones adecuadas para que un líder militar se pronunciara con sus tropas, proclamara la Constitución de 1812, difundiera un manifiesto con el programa liberal y provocara con ello la adhesión de las fuerzas proliberales, tanto civiles como militares, de otras ciudades y poblaciones, con la finalidad de conseguir un cambio de régimen. Una larga lista de pronunciamientos se produjo en estos años: el del significado líder guerrillero Francisco Espoz y Mina en Pamplona, en septiembre de 1814; el de Juan Díez Porlier, mariscal de campo de origen también guerrillero, en La Coruña en septiembre de 1815; el del teniente general Luis de Lacy en Barcelona el 4 de abril de 1817, o el del teniente coronel Joaquín Vidal en Valencia en 1819.


      En 1819 los problemas acuciaban al Estado absolutista: una Hacienda en ruinas, un sistema fiscal obsoleto, una América en llamas y una inestabilidad interior por los pronunciamientos de los mandos de un ejército que ya no respondía a los intereses de la clase dirigente nobiliaria, y que lejos de ser el ejército del rey lo era de «la Pepa». En el plano cultural, el gobierno absolutista decretó el retorno al sistema educativo imperante en tiempos de Carlos III, y ejerció todo tipo de presiones sobre los intelectuales que se habían opuesto a la restauración absolutista. La persecución afectó por igual a liberales y afrancesados, que fueron obligados a exiliarse, mayoritariamente a Francia, pero también a Gran Bretaña. De esta manera se inició en España el concepto de exilio intelectual.


      Finalmente, uno de los tantos pronunciamientos liberales que hubo durante el sexenio acabó triunfando. Paradojas de la historia, fue la cuestión americana la que llevó a la proclamación de nuevo de la Constitución de 1812, al ser los oficiales de las tropas acantonadas en Andalucía con destino al Río de la Plata los que se pronunciaron el 1 de enero de 1820. El asunto americano estuvo, pues, omnipresente en todos estos años trascendentales.


       


       


      El regreso del liberalismo


       


      Una vez más, España iba a contracorriente de Europa. Aunque bien pudiera ser, visto desde otra interpretación, que se estuviera adelantando a los tiempos. Inmersos los territorios europeos en un sistema abrumadoramente absolutista, en España, las contradicciones engendradas y agudizadas durante la guerra tanto en la Península como en América estallaron finalmente en un pronunciamiento, culminado por otro levantamiento de juntas en las grandes ciudades como La Coruña, Barcelona, Zaragoza, Málaga, Oviedo, Murcia, Pamplona y Madrid.


      Y en ese otro gran bucle ideológico-político del liberalismo español que pasaba por ser monárquico, Fernando mantuvo el trono, aunque no el cetro, cuando juró la Constitución de 1812, pasando así de ser un monarca absolutista a uno constitucional. Con ello, España se desmarcaba de la coalición establecida por las dinastías europeas y reforzada por la presencia de Gran Bretaña, una coalición destinada a cerrar armada e ideológicamente las posibilidades del liberalismo tanto político como económico.


      La puesta en marcha de la Constitución de 1812 supuso la convocatoria de diputados americanos. Y éstos volvieron a las Cortes a luchar por sus intereses a través de la vía abierta por el liberalismo gaditano, la cual posibilitaba una «Commonwealth» hispana ochenta años antes de su posterior plasmación en el imperio británico. Para los «otros territorios» de la monarquía la situación era distinta. Los seis años de absolutismo habían cercenado casi de raíz la posibilidad de una autonomía americana dentro de una monarquía española. Facciones del criollismo, especialmente novohispano y peruano, que anteriormente habían apoyado mayoritariamente la vía posibilista gaditana mandando a sus representantes con sus «instrucciones» y «representaciones» de los cabildos y juntas, se mostraban ahora mucho más reticentes a apoyarla. En la base de esa reticencia se encontraba, sin duda alguna, la creencia de que Fernando VII la boicotearía por los mismos motivos que en 1814 había consumado su golpe de Estado. Y estaban en lo cierto. Así, 1821 fue un año crucial: Nueva España se convertía en México al aceptar parte de la oficialidad «realista», del criollismo y de otras fuerzas sociales, institucionales y religiosas, la independencia tras el Plan de Iguala y los Tratados de Córdoba. Y con ellos, se incluía toda Centroamérica, que en 1824 declaró su independencia.


      En el sur, la insurgencia estaba ganando la guerra. Ese mismo año, el Ejército del Norte comandado por San Martín hizo su entrada en Perú tras conseguir la independencia de Chile. Además, el antiguo virreinato peruano se veía acosado por el norte por las fuerzas venezolanas y neogranadinas comandadas por Simón Bolívar. De esta forma, los ejércitos insurgentes entraron en Lima ese mismo año, declarándose una importante parte del Perú también independiente. La propuesta americanista en las Cortes de Madrid se desmoronó, y a principios de 1822 la mayor parte de los diputados americanos solicitó su licencia, abandonando sus escaños. Se trataba del certificado de defunción de la vía política integracionista y constitucional del americanismo desde Cádiz.


      Sin embargo, ya hemos dicho que la coyuntura era ahora muy diferente a la anterior. Primero, el rey estaba «presente», convirtiéndose en uno de los contrapesos de los distintos liberalismos en las Cortes y en la corte, ya que muy pronto inició su particular oposición política y conspirativa para que los acuerdos del Congreso de Viena y la Santa Alianza fueran efectivos en el caso español, como acabó sucediendo. En segundo lugar, la coyuntura internacional de principios de los años veinte ya no era de guerra en la Península, aunque sí en América, sino de reforzamiento del Antiguo Régimen. En tercer lugar, las propuestas liberales no se conformaban sólo con superar el Antiguo Régimen, sino que pretendían también completar y extender medidas políticas y económico-sociales que iban a afectar a la pequeña burguesía y a unas todavía heterogéneas clases populares, tanto urbanas como agrarias. Entre dichas propuestas liberales se cuentan la de desvinculación y desamortización de tierras del clero y de la nobleza y su posterior reparto; disposiciones más decididas contra la oficialidad del Antiguo Régimen; decretos de derechos sociales; mayor apertura en las libertades políticas, y una reforma fiscal directa y proporcional a los ingresos. Es más, en las elecciones de 1822 el denominado liberalismo «radical» o «veinteañista» obtuvo una mayoría que le posibilitó formar gobiernos como el de José María Calatrava. Los liberales radicales no iban a ser tan condescendientes con el monarca y sus devaneos conspirativos. Por otra parte, en este momento, al igual que ocurrió en el anterior periodo constitucional, se registró una auténtica explosión de la prensa escrita, lo que ya en su momento se definió como «periodicomanía».


      El triunfo de Fernando VII de Borbón, el personal y el del Estado absoluto, se consumó cuando, tras meses de demandas de intervención de los ejércitos santoaliados en la «España liberal», un ejército francés al mando de Luis Antonio de Borbón, duque de Angulema, invadió la Península en 1823. Esta vez sí hubo invasión, pero ni guerra de la independencia ni guerra «contra los franceses» —hubo tropas que permanecieron en sus cuarteles inmovilizadas porque sus capitanes generales no hicieron nada frente a la invasión—. Regresaba el absolutismo y con él la abolición, por segunda vez, del Estado liberal, de los decretos liberales, de la Constitución de 1812, de ayuntamientos y diputaciones, de la Milicia Nacional. Y también retornaba la represión, el exilio, la cárcel y la clandestinidad de los liberales. Se instauraron juntas de fe y comisiones militares para reprimir a los mandos liberales, volvió la Inquisición, se suprimieron las universidades y se regresó al control de la educación primaria por parte de la Iglesia.


      Sin embargo, el régimen fernandino seguía padeciendo el secular problema económico tanto en el plano fiscal como en el hacendístico. Al igual que hiciera en el sexenio anterior, Fernando VII acudió de nuevo ahora a hombres ilustrados y reformistas, incluso de ideas liberales, para intentar solucionar el acuciante problema de liquidez. Tal fue el caso del nombramiento de Luis López Ballesteros como ministro de Hacienda. Las medidas de éste no constituyeron una sorpresa, ya que recurrió a un sistema fiscal similar al de la contribución directa, lo que produjo el malestar tanto de nobles como de campesinos, al cuestionar la privilegiada inmunidad fiscal de los primeros y aumentar los impuestos a los segundos. La situación provocaría el progresivo enajenamiento del régimen fernandino por parte de una facción de la nobleza que reclamaba una política absolutista más agresiva y ortodoxa. A uno y otro planteamiento respondieron, por una parte, pronunciamientos militares como el de carácter ultrarrealista llevado a cabo por Georges Bessières en 1825, y, por otra, revueltas populares agrarias como la «Guerra de los Agraviados» en 1827 en Cataluña. Dos ejemplos de rebeliones, una militar y otra agraria, que mostraban las contradicciones del régimen en política de Hacienda, al introducir medidas reformistas para intentar solucionar su perenne fracaso fiscal. Ante cuestionadas decisiones del rey como podía ser ésta, la figura de su hermano, el infante don Carlos, se iba perfilando cada vez más en determinados ambientes como posible recambio.


      La economía se vio agravada por la pérdida definitiva para la Hacienda del rey de las colonias americanas. Tras la batalla de Ayacucho (Perú) de 1824, prácticamente la guerra continental en América se acabó para el ejército realista, con la consiguiente conversión de los territorios americanos en repúblicas independientes. La pérdida de las colonias americanas produjo notables cambios en la economía española tanto porque la monarquía perdió el monopolio del comercio americano como porque la burguesía comercial e industrial tuvo que recurrir al mercado interior para su desarrollo.


      La monarquía de Fernando VII terminó como empezó: con un gran pleito familiar. El rey, tras varios años de enfermedad y sin haber tenido descendencia con sus tres anteriores esposas, organizó un postrer matrimonio con su sobrina María Cristina, del que a los pocos meses nacería su primogénita Isabel. Ello iba a truncar las aspiraciones de acceder al trono de su hermano Carlos y a frustrar a aquella parte de la nobleza aristocrática y eclesiástica que le apoyaba. A la muerte del rey el 29 de septiembre de 1833 y ante la minoría de edad de su hija Isabel, quedó como regente su viuda María Cristina, a quien no le quedó más remedio que recurrir a los liberales moderados, aunque sin mucha convicción, para que la apoyaran. De esta forma terminaba la etapa fernandina y comenzaba una tímida apertura política conducente al sistema de Estatuto Real.
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